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SISTEMA DE ADMISIÓN ESCOLAR 
(SAE) EN CHILE

El Sistema de Admisión Escolar 
(SAE) entró en vigencia el año 2016, a 
través del Decreto 152 que “Aprueba 
reglamento del proceso de admisión de 
los y las estudiantes de establecimientos 
educacionales que reciben subvención a 
la educación gratuita o aportes del Estado” 
(BCN, 2016), con su última modificación, 

el Decreto 330 (BCN, 2019a), gracias 
a la promulgación de la Ley de Inclusión 
Escolar (BCN, 2015), pero acompañado de 
un intenso debate a nivel político, debido 
a que la selección de los estudiantes 
se transformó en un aspecto clave a 
resolver, dada la persistente segregación 
socioeconómica en la educación chilena 
(Azócar et al., 2016), en donde el copago 
ha tenido un rol clave en la mantención 
de las discriminaciones al momento de 
realizar dichos procesos (Bellei, 2016), que 
afectan directamente a familias de sectores 
populares y medios, ya que es ahí donde se 
evidencian las limitaciones y desventajas 
al momento de elegir una escuela. En 
este sentido, el SAE, a través del control 
de las vacantes de los establecimientos 
educacionales en donde el Estado invierte 
su dinero y la homogeneización de los 
criterios de selección, transforma de 
manera profunda el modo en que se elige a 
las y los estudiantes en Chile (Rodríguez et 
al, 2020; Carrasco et al., 2019; Canales et 
al., 2020). Por esto, al implementar el SAE 
se decreta respetar
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los principios de transparencia, educación inclusiva, accesibilidad universal, 
equidad y no discriminación arbitraria, considerando el derecho preferente de 
los padres a escoger el establecimiento para sus hijos, y con pleno respeto de 
los derechos y principios consagrados en la normativa educacional vigente 
(BCN, 2016, p. 2).

En términos operativos, el SAE tiene un soporte tecnológico a través de una 
plataforma web, razón por la cual, Carrasco et al. (2019), indican que el SAE constituye 
un cambio cultural, puesto que permite que más familias accedan a los establecimientos 
que responden a sus necesidades, se deja atrás el contacto presencial y se da paso a un 
sistema virtual, el que reemplaza la desarticulación de requisitos de acceso heterogéneos 
que existía en el país, por una centralización que va acompañada de criterios de prioridad 
homogéneos, sin embargo, alertan sobre la gestación de nuevas brechas sociales, dada 
la potencial brecha digital del país. De acuerdo con lo publicado en la página oficial del 
SAE, el algoritmo de asignación diferida, que está a la base del sistema, se aplica sólo en 
aquellos establecimientos que tienen más postulantes que vacantes, poniéndose en juego 
las preferencias declaradas por las familias, los criterios de prioridad que ha establecido el 
Estado y los resultados del orden aleatorio. 

Desde un punto vista crítico, Canales et al. (2020) señalan que la eliminación de los 
ya tradicionales mecanismos de selección y el paso a un nuevo sistema de selección más 
equitativo y justo, provoca la aparición de nuevas subjetividades en torno a la comprensión 
del tipo de educación que queremos como sociedad, puesto que aún no hay acuerdo en este 
aspecto y el SAE resuelve sólo de manera parcial el problema de fondo, puesto que sigue 
estando presente la injusticia, la mercantilización y la profunda segregación social. Esto se 
debe, según Rodríguez et al. (2020), a que no se ha eliminado totalmente el copago, lo que 
provoca que los sectores más vulnerables continúen sin una real oportunidad de elegir, se 
limite la capacidad del SAE y no se logre la inclusión escolar, por lo que sigue estando en 
tela de juicio el derecho a la educación y el rol del Estado en este sentido.

Según Carrasco y Honey (2019), en un país como Chile, en donde la segregación 
sigue siendo un problema por resolver, se requiere de un mecanismo como el SAE, ya 
que estábamos desprovistos de reglas que nos permitieran acceder a una educación de 
calidad en igualdad de condiciones. No obstante, ambos investigadores concuerdan en que 
las brechas de acceso seguirán estando presentes, puesto que “difícilmente las familias 
vulnerables mejorarán su acceso a “colegios deseables” a través del SAE si postulan 
sistemáticamente a colegios que no lo son” (p. 19), razón más que suficiente para seguir 
indagando respecto de las razones de esta automarginación, puesto que “las brechas de 
acceso no son completamente atribuibles a los mecanismos de admisión” (p. 27), por lo que 
relevan “la importancia de que las familias optimicen el uso de la plataforma de postulación” 
(p. 27), ya que se han detectado confusiones que podrían implicar mejoras en el sistema, 
las que podrían estar asociadas a la apropiación tecnológica, además de que “el SAE como 
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modernización tecnológica, para varias familias es el rasgo definitorio del nuevo sistema, 
sin que se aprecie (¿no se ve, no se valora?) los objetivos de la política” (Bellei et al., 2017, 
p. 16).

Las primeras investigaciones realizadas en torno al proceso (Rodríguez et al., 
2020; Carrasco et al., 2019; Canales et al., 2020) muestran una cuestión fundamental que 
tiene que ver con cómo se reconfigura el vínculo entre las familias y la escuela, puesto 
que el SAE, al ser un sistema virtual, evita el contacto personalizado, cara a cara, para 
impedir cualquier tipo de sesgo o discriminación por parte de la escuela hacia las familias, 
e integra una mediación tecnológica que pretende dar mayores y mejores oportunidades. 
Estas oportunidades, tal como se ha establecido, han estado marcadas por factores 
socioeconómicos, debido al exceso de políticas neoliberales en la educación, las que si 
bien, aún se mantienen debido al copago, podrían enfrentarnos a una nueva forma de 
segregación y automarginación, proveniente desde el acceso a la información.

En este sentido, casos como el de las familias de la región de La Araucanía, 
expuestos por Carrasco et al. (2019), dejan en evidencia que la mediación tecnológica que 
constituye el SAE es vista como un problema complejo, debido a las posibles dificultades 
en términos de acceso a internet y dominio de las TIC, lo que alerta sobre la “potencial 
creación de nuevas brechas sociales en la práctica de elección de escuela” (p. 8). Por 
tanto, tal como lo plantean Carrasco y Honey (2019), llegar a una “libertad genuina de 
elección” (p. 9) implica una comprensión profunda de las reglas del sistema, de manera tal 
que sea posible ejercer dicha libertad, sin embargo, los investigadores dejan en evidencia 
que hay dos componentes complementarios que inciden en este ejercicio y que tienen que 
ver con, “primero, el capital cultural que está a la base de la construcción de preferencias 
educacionales y, en segundo término, la oferta educacional disponible en el territorio” (p. 
19). Si bien, el segundo elemento está fuera del control del SAE, favorablemente, el primero 
podría ser resuelto a través del acceso a la información y el manejo de la plataforma SAE, 
razón por la cual, se torna relevante contribuir con el análisis del uso y apropiación de la 
plataforma, especialmente en aquellos sectores medios y populares de la región de La 
Araucanía, ya que, es necesario despejar las dudas que siguen existiendo respecto a la 
mantención de las brechas de acceso, puesto que tienen un origen multifactorial.

De esta manera, comprender el SAE como un mecanismo de E-Government en 
nuestro país, es necesario puesto que es el eslabón que explica el sentido que tiene la 
integración de TIC en un proceso cultural y social tan relevante como es la postulación de 
un estudiante a una escuela. Pero ¿qué es el Gobierno Digital?
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GOBIERNO DIGITAL O E-GOVERNMENT
Uno de los principales desafíos al que se enfrentan los actuales gobiernos a nivel 

mundial, guarda relación con la sostenibilidad (Zeebaree et al., 2022), puesto que trae 
a la palestra una y otra vez el compromiso de “terminar con la pobreza y construir un 
mundo pacífico y sostenible para todas las personas” (ONU, 2020a, p. iv). En este contexto, 
la transición de un gobierno tradicional a un gobierno digital debe tener como norte la 
“prestación de servicios sostenibles, inclusivos y equitativos” (p. iv), a lo que la OCDE 
(2020b) añade la relevancia de la democracia y la transparencia, razón por la cual se ha 
tornado tan relevante el análisis del E-Government (Kim y An, 2022; Salmoria et al., 2021). 
Esto nos lleva a comprender la integración de Inteligencia Artificial (IA) (Wang et al., 2022; 
Habib et al., 2020) como una manera de resolver diversos problemas asociados a la gestión 
pública, cuestión en la que Inglaterra y Estados Unidos son pioneros al formular políticas 
públicas en función de una mejor gobernanza (Wang et al., 2022), “una gobernanza de 
la era digital” (Adjei-Bamfo et al., 2020, p. 745). No obstante, existe una fuerte crítica al 
respecto, dada la ausencia de un fundamento ético que sostenga el cambio (Yaghi y Al-
Jenaibi, 2018), aunque los estudios realizados en Estados Unidos manifiestan que el uso 
de estos servicios es predominante en ciudadanos con menos recursos, dado que ven en 
la administración electrónica una forma de ahorrar dinero (Connolly et al., 2018).

De acuerdo con la ONU (2020a), las nociones de E-Government, E-Gobierno o 
gobierno digital, usualmente aparecen como sinónimos, tanto en el mundo académico 
como en la redacción de diversas políticas públicas a nivel mundial. De esta manera, hay 
bastante acuerdo respecto a su definición en términos de su sentido o función, puesto que 
diversas investigaciones coinciden en que es un tipo de servicio virtual destinado a mejorar 
la calidad de vida de los ciudadanos de un determinado país, Estado o región (ONU, 2020a; 
Zeebaree et al., 2022; Wang et al., 2022; Chantillon et al., 2020; Osah y Pade-Khene, 2020; 
Kamarudin et al., 2021; Sun et al., 2021; Almutari et al., 2021; Zidan y Kudhair, 2021; Akram 
y Malik, 2012; Al-Hujran et al., 2015; Kumar et al., 2017; Zhang y Kimathi, 2022). 

En términos teóricos, podemos entender el e-Gov como una innovación de 
servicio público (Wang et al., 2022), basada en el uso de tecnologías, que el Estado 
utiliza para aumentar la productividad, mejorar la interacción con los ciudadanos, ya sean 
personas comunes o empresarios, fomentar la transparencia, la responsabilidad social y 
la participación ciudadana, a través de un acceso más cómodo y ágil (Kamarudin et al., 
2021; Adjei-Bamfo et al., 2020) y, en términos prácticos, como la mejora en la entrega 
de información, servicios y acceso a través de la web (Sun et al., 2021). No obstante, las 
investigaciones han avanzado en profundizar respecto de sus propósitos, el que incluye 
un trato más justo hacia los ciudadanos (Yaghi y Al-Jenaibi, 2018), por lo que es posible 
distinguir dos enfoques al momento de explicar el fenómeno de la trasformación digital en 
un gobierno o en una política pública, el valor público y la apropiación o adopción de los 
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servicios, dada la existencia de ciudadanos que no cuentan con la suficiente experticia en 
cuanto al uso de dichos servicios, mediados tecnológicamente, además de que sienten 
desconfianza en este tipo de sistemas (Zeebaree et al., 2022).

Respecto del valor público, noción que está a la base de un gobierno digital, es 
importante aclarar que dicha perspectiva parte desde las necesidades de un determinado 
gobierno, debido a que este tipo de administración es vista como un medio para crear 
valor público (Mellouli et al., 2020) y, la adopción o apropiación de un servicio virtual, se 
enfoca en la comprensión de las necesidades y rol del usuario. Ambos enfoques deben 
estar presentes, puesto que la perspectiva del valor público permite comprender el camino 
que este nuevo tipo de gobernanza está tomando al promover la equidad e inclusión entre 
sus ciudadanos, en donde la transparencia, la eficacia y la responsabilidad social están 
presentes en la toma de decisiones (Chantillon et al., 2020; Osah y Pade-Khene, 2020; Al-
Hujran et al., 2015; Zhang y Kimathi, 2022); y la perspectiva de la adopción o apropiación 
de las TIC permite indagar en el usuario y los factores o variables que influyen en su 
comportamiento y preferencias de uso de un servicio gubernamental o público basado en 
una mediación tecnológica (Kamarudin et al., 2021; Sun et al., 2021; Almutari et al., 2021; 
Zidan y Kudhair, 2021; Akram y Malik, 2012; Al-Hujran et al., 2015; Kumar et al., 2017).

VALOR PÚBLICO DE E-GOVERNMENT
La noción de valor público, al estar a la base de las decisiones respecto del 

desarrollo de los servicios de E-Government, es entendida como una normativa que le 
otorga legitimidad a la acción pública (Chantillon et al., 2020), concediendo importancia a 
la evaluación que los ciudadanos hacen al respecto (Mellouli et al., 2020), lo que implica un 
espacio de co-creación en cuanto al valor público (Salmoria et al., 2021). Dado lo anterior, 
los servicios electrónicos han sido diseñados para mejorar la imagen de un gobierno en 
cuestiones referidas a transparencia y gobernanza y, por lo tanto, la incorporación de TIC 
no es el fin en sí mismo (Kim y An, 2022; Al-Hujran et al., 2015), puesto que existe un fuerte 
fundamento moral en esta propuesta de cambio integral que pone a las personas en el 
centro (Yaghi y Al-Jenaibi, 2018). En este sentido, añadir las perspectivas sociales, políticas 
y culturales, junto con las tecnológicas, será el camino que debe guiar las decisiones de un 
gobierno si se pretende que la ciudadanía valore el cambio. De ahí que el gobierno digital 
sea analizado en el marco de la “Nueva Gobernanza Pública”, puesto que la masificación 
de las TIC en la sociedad del conocimiento y su incorporación en la labor de un gobierno 
ha promovido la creación de diversas políticas públicas (Chantillon et al., 2020), como es 
el caso del SAE en Chile.

Que la ciudadanía confíe en su gobierno, sin lugar a duda, es una de las 
preocupaciones más relevantes en política, puesto que de aquello depende la calidad de 
la relación entre las personas y su gobierno. Lo anterior se vincula con la percepción de 
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eficacia que se tenga del mismo y la legitimidad que se le otorgue a sus acciones. Por 
lo tanto, la ciudadanía evaluará la confianza en el gobierno en la medida en que éste 
represente sus intereses y los de la sociedad en su conjunto (Lu et al., 2020). En la 
política en general y en el contexto de E-Government particularmente, lo anterior depende 
directamente de la actitud de los ciudadanos hacia su gobierno y hacia la administración 
electrónica (Nimer et al., 2022).

Por otro lado, de acuerdo con la OCDE (2020b), un elemento clave en la percepción 
de valor público de este tipo de administración, radica en la gestión de los datos, puesto que 
se involucran procesos asociados a la publicación de éstos y a su utilización y reutilización, 
aspecto que puede ser cuestionable, aunque sólo sean utilizados para determinar las 
necesidades de los usuarios y el diseño de políticas públicas. Este aspecto en particular 
se está resolviendo en Chile a través de la Ley N° 21.180 de Transformación Digital del 
Estado (BCN, 2019b), que entró en vigencia en junio del 2022 y que modifica las bases de 
los procedimientos administrativos del Estado y de gestión documental.

APROPIACIÓN DE E-GOVERNMENT
Para comprender cómo la ciudadanía del siglo XXI se apropia y utiliza las 

tecnologías, es necesario entender que, tal como señala Williams (1996), “nunca es del 
todo verdadero decir que en las sociedades modernas, cuando se ha probado la existencia 
de una necesidad social, se encontrará la tecnología apropiada para satisfacerla” (p. 
163). Este énfasis es fundamental a la hora de analizar las implicancias del SAE como un 
mecanismo de E-Gov, puesto que las tecnologías requieren del dominio de conocimientos y 
del desarrollo de habilidades que permitan unos usos eficaces y si éstas no están vinculadas 
con las necesidades y prioridades de una comunidad, la integración cultural e incluso la 
movilidad social se podría ver restringida (Williams,1992). Esto lo explica Verón (2015) 
desde el punto de vista de la mediatización y sus efectos en la sociedad, para subrayar que 
una comunidad se apropia de dichos dispositivos en contextos históricos determinados y 
de diferentes formas, lo que implica la materialización de criterios socio-individuales para 
hacer frente al fenómeno. 

En este sentido, Sierra y Gravante (2012) manifiestan la importancia de analizar los 
vínculos que se dan entre las personas y los medios, puesto que entienden la apropiación 
como una experiencia individual que tiene a la base los procesos culturales que inciden 
a su vez en dichos individuos, lo que implica, por lo tanto, el análisis de las intenciones 
y la influencia del contexto sociocultural en dicha experiencia. A esto, debemos sumarle 
que la “apropiación es un hacer que implica adaptación, transformación y recepción activa 
en base a un código distinto y propio de las personas en que está presente tanto el goce 
como la resistencia” (Sierra y Gravante, 2016, p. 168), de ahí que los autores ponen sobre 
la mesa aspectos referidos a las luchas por la democracia, ya que el uso y apropiación de 
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las NTIC tienen un vínculo con estos conflictos. Por lo tanto, entenderemos la apropiación 
como un “proceso simbólico de construcción de sentidos personales y sociales que 
elaboran los actores socio históricamente situados” (Alonso, 2010, p. 15), lo que “conduce 
al objetivo final de utilizar satisfactoriamente la tecnología para un fin determinado” (Van 
Deursen y Van Dijk, 2014, p. 2) que, en este caso, es la postulación de un estudiante a un 
establecimiento educacional, a través de la plataforma SAE, proceso que permitiría cumplir 
con los principios señalados en la ley.

Desde esta perspectiva, la interacción con los ciudadanos sería algo fundamental, 
puesto que son ellos quienes finalmente permitirán el éxito o fracaso de este tipo de 
servicios, dado que, si ellos no están dispuestos a adoptar las TIC en estos términos, se 
añadiría una dificultad más al proceso, razón por la cual es tan relevante considerar las 
necesidades de los usuarios. A raíz de lo anterior, enfocar el análisis de la aceptación y 
adopción del e-Government por parte de ciudadanos, de manera tal que se cuente con 
información actualizada para el diseño de estrategias que potencien el uso de dichos 
servicios abordando cuestiones tan elementales como accesibilidad, asequibilidad, 
fiabilidad, facilidad de uso y eficiencia económica, es un imperativo para la adopción del 
gobierno electrónico por parte de los usuarios (Kim y An, 2022; Walprecht et al., 2022; 
Almutairi et al., 2021; De Grande, 2020; Akram y Malik, 2012). 

EL SAE: UN MECANISMO DE E-GOVERNMENT EN CHILE
En este sentido, abordaremos el fenómeno del gobierno digital en los términos 

que lo explica la ONU (2020a), cuando señala que este tipo de acciones tiene que ver 
con “la prestación de servicios sostenibles, inclusivos y equitativos para todos, en todas 
partes, sin dejar a nadie atrás” (p. iv), fortaleciendo, además, aspectos relacionados con 
la alfabetización digital, la inclusión digital, la conectividad y la identidad digitales. Por lo 
tanto, tal objetivo implica considerar las problemáticas asociadas a dicho interés como 
son aquellas vinculadas con la ciberseguridad, la brecha digital, tanto de acceso como 
de habilidades y competencias (Nimer et al., 2022), y el resguardo de los datos de los 
ciudadanos, entre varias otras que emergen dependiendo de cada contexto, pero en 
especial en aquellos países en desarrollo como el nuestro. 

Para la ONU (2020a), un gobierno que avance hacia la transformación digital debe 
tener presente que se requieren capacidades que permitan comprender el cambio cultural 
que constituye este fenómeno (Zhao et al., 2018), por lo que es fundamental tener en cuenta 
el contexto y situación del país, además de asegurar la inclusión digital, especialmente de 
los sectores más vulnerables, de ahí que sea tan relevante poner a las personas y sus 
necesidades al centro de las decisiones. En este sentido, “el gobierno digital no es un fin; 
es un medio para mejorar la prestación de servicios públicos, aumentar la participación 
de las personas, mejorar la transparencia, la responsabilidad y la inclusión y, en última 
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instancia, mejorar la vida de todos” (ONU, 2020a, p. xxxiv). En términos generales, la ONU 
(2020a) posiciona a Chile como uno de los países de América que mayor progreso ha 
demostrado, junto a Argentina, Brasil y Costa Rica, puesto que por primera vez entraron 
a la clasificación muy alto del Índice de Desarrollo del E-Gobierno (EGDI) que evalúa la 
mejora de los servicios de gobierno electrónico en función de los recursos destinados para 
ese fin, incluyendo infraestructura tecnológica y capacidad de uso por parte de las personas 
(Adjei-Bamfo et al., 2020).

Por lo tanto, el SAE constituye un aspecto clave de desarrollo de E-Government 
en Chile, puesto que es una innovación de servicio público o una innovación política 
(Wang et al., 2022) que permitirá, bajo estos parámetros, cumplir con los propósitos de 
la Ley de Inclusión Escolar que busca asegurar un proceso de admisión justo, equitativo 
y transparente. No obstante, al analizar las cuestiones referidas al acceso digital, surge la 
necesidad de evidenciar tanto el acceso a Internet, considerado por la Organización de las 
Naciones Unidas como un derecho humano (ONU, 2016), como el acceso a dispositivos 
tecnológicos. 

En la medida en que este acceso depende de factores socioeconómicos nos 
enfrentamos una y otra vez al mismo problema que explica la brecha digital (Nimer et al., 
2022). A raíz de esto, en la actualidad el Senado chileno está impulsando un proyecto 
que considera Internet como un servicio público, lo que respondería a lo propuesto por 
la ONU en cuanto a constituir el Internet como un derecho humano. De acuerdo con el 
Senado (2021), si bien tenemos un alto desarrollo en comparación con otros países de 
Latinoamérica, “el acceso de la población no tiene las mismas condiciones […] Son 55 
comunas del país las que presentan niveles de conectividad inferiores al 1% y más de 60 
mil personas se encuentran en las denominadas “zonas de silencio” (párr. 1).

Además, la asimilación de la tecnología por parte de la ciudadanía en la sociedad 
del conocimiento implica una mirada multifactorial de las variables que influyen en dicho 
proceso, en las que destacan cuestiones económicas, con sus consecuentes implicancias 
en variables referidas al nivel de formación de las personas, geográficas, culturales, de 
sexo y etarias, las que evidencian un problema social en la medida en que se acrecientan 
las desigualdades y brechas (Romero, 2020). En este sentido, Sola-Morales y Sierra 
Caballero (2020) plantean la insuficiencia en términos teórico-conceptuales en cuanto al 
uso y apropiación de las NTIC, razón por la cual reflexionan sobre la necesidad de avanzar 
hacia una ecología de la ciudad-red que impida, entre otras, cuestiones relacionadas a la 
marginalidad y exclusión y se de paso a una ciudadanía digital “en parte por la hiperpresencia 
de las NTIC en todos los ámbitos de socialización” (p. 4).

Asimismo, en la Sociedad del Conocimiento, tanto la alfabetización digital como 
el acceso a tecnologías, son elementos fundamentales para el desarrollo equitativo de la 
ciudadanía (García-Ávila, 2017). En este sentido, es relevante analizar el problema de la 
brecha digital en el territorio chileno, puesto que, desde el punto de vista socioeconómico, 
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es innegable la incidencia de ambas variables en el uso y apropiación de las NTIC, y de no 
ser considerados pueden transformarse en barreras comunicativas (Macià y Garreta, 2018) 
que incidan en las oportunidades de uso del SAE. 

Finalmente, es deber del Estado gestionar una adecuada apropiación tecnológica 
en la ciudadanía si se pretende comunicar debidamente el sentido profundo de una política 
pública educativa como el SAE, puesto que, si se mantiene la brecha digital en Chile, en 
los términos en los que los ha declarado la Subsecretaría de Telecomunicaciones (Subtel, 
2020), en donde la mayor parte de los ciudadanos no tiene acceso a una buena conectividad 
o definitivamente no tiene acceso a conectividad, y si se mantienen las dificultades 
tecnológicas que la ciudadanía ha manifestado (Alba et al., 2021), será complejo despejar 
las incertidumbres que están emergiendo desde los análisis preliminares en torno a los 
resultados del SAE.
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